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Ciudad de México, a trece de septiembre de dos mil dieciocho. 

 

 

S E N T E N C I A  

 

Que dicta la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, en el sentido de revocar el Acuerdo 

INE/CVOPL/004/2018 de la Comisión de Vinculación con los 

Organismos Públicos Locales del Instituto Nacional Electoral1, 

mediante el cual excluyó a la actora del proceso de designación de 

Consejeros Electorales Locales de Chihuahua, sobre la base de que no 

cumple con el requisito legal de contar con una residencia efectiva en 

esa entidad federativa de por lo menos cinco años anteriores a su 

designación. 

 

 

                                                 
1 En adelante, Comisión de Vinculación. 
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R E S U L T A N D O 

 

1 I. Antecedentes. De lo narrado en el escrito de demanda, así como 

de las constancias que obran en autos, se advierten los siguientes 

hechos: 

 

2 A. Convocatoria. Mediante acuerdo INE/CG652/2018 de dieciocho 

de julio de este año2, el Consejo General del Instituto Nacional 

Electoral3 aprobó las convocatorias para la designación de los 

Consejeros Electorales que habrán de integrar los diversos 

Organismos Públicos Locales4, entre estos, el del Estado de 

Chihuahua. 

 

3 B. Inscripción. El quince de agosto siguiente, Brenda Verónica San 

Román Thompson presentó ante el INE su solicitud para participar en 

el aludido proceso de selección. 

 

                                                 
2 Acuerdo INE/CG652/2018. “ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL 
ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBAN LAS CONVOCATORIAS PARA LA DESIGNACIÓN DE 
LAS Y LOS CONSEJEROS ELECTORALES DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS LOCALES DE 
LOS ESTADOS AGUASCALIENTES, BAJA CALIFORNIA, CHIHUAHUA, COAHUILA, DURANGO, 
HIDALGO, NAYARIT, PUEBLA, QUINTANA ROO, SINALOA, TAMAULIPAS, TLAXCALA Y 
VERACRUZ”. 
3 En adelante INE. 
4 En adelante OPLES. 



 
 
 
 

SUP-JDC-469/2018 
 

3 
 

4 C. Acuerdo impugnado. El veintiocho de agosto del presente año, 

mediante acuerdo INE/CVOPL/004/20185, la Comisión de Vinculación 

aprobó el listado de las personas que satisficieron los requisitos 

legales para continuar en el concurso en cita.  

 

5 Dicho proveído contiene dos anexos, el primero con una lista de las 

personas admitidas, y el segundo, con aquellos ciudadanos que 

incumplieron alguna exigencia. 

 

6 II. Juicio ciudadano federal. En contra de la determinación anterior, 

el treinta y uno de agosto siguiente, la actora promovió el presente 

juicio para la protección de los derechos político-electorales del 

ciudadano. 

 

7 III. Turno. Mediante proveído dictado por la Magistrada Presidenta de 

la Sala Superior ordenó integrar el expediente, registrarlo con la clave 

SUP-JDC-469/2018, y turnarlo al Magistrado José Luis Vargas 

Valdez, para los efectos previstos en el artículo 19 de la Ley General 

del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.6 

 

8 IV. Radicación. En su oportunidad, el Magistrado Instructor admitió a 

trámite la demanda, y al estar debidamente integrado el expediente, 

declaró cerrada la instrucción, quedando el medio impugnativo en 

estado de dictar sentencia. 
                                                 
5 “ACUERDO DE LA COMISIÓN DE VINCULACIÓN CON LOS ORGANISMOS PÚBLICOS 
LOCALES DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL, POR EL QUE SE APRUEBA EL LISTADO 
CON LOS NOMBRES DE LAS Y LOS ASPIRANTES QUE CUMPLEN CON LOS REQUISITOS 
LEGALES, ASÍ COMO LAS SEDES PARA LA APLICACIÓN DEL EXAMEN DE CONOCIMIENTOS, 
EN EL MARCO DEL PROCESO DE SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LAS Y LOS CONSEJEROS 
ELECTORALES DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS LOCALES DE LOS ESTADOS DE 
AGUASCALIENTES, BAJA CALIFORNIA, CHIHUAHUA, COAHUILA, DURANGO, HIDALGO, 
NAYARIT, PUEBLA, QUINTANA ROO, SINALOA, TAMAULIPAS, TLAXCALA Y VERACRUZ”. 
6 En adelante, Ley de Medios. 
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C O N S I D E R A N D O 
 

I. Jurisdicción y competencia 

 

9 Esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación es competente para conocer y resolver el medio de 

impugnación al rubro identificado, por tratarse de un juicio para la 

protección de los derechos político-electorales del ciudadano, 

promovido para cuestionar actos vinculados con la integración de un 

OPLE. 

 

10 Lo anterior, con fundamento en los artículos 41, párrafo segundo, 

base VI, y 99, párrafo cuarto, fracción V, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 184, 186, fracción III, inciso a), y 189, 

fracción I, inciso e), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; 3, párrafo 2, inciso c), 4, 79, 83, párrafo 1, inciso a), de la 

Ley de Medios; así como en la jurisprudencia 3/2009, de rubro: 

“CORRESPONDE A LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL 

ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

CONOCER DE LAS IMPUGNACIONES RELACIONADAS CON LA 

INTEGRACIÓN DE LAS AUTORIDADES ELECTORALES DE LAS 

ENTIDADES FEDERATIVAS”7. 

                                                 
7 Publicada en: Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, Año 2, Número 4, 2009, páginas 13 a 15. Esta y todas las tesis y 
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II. Requisitos de procedencia 

 
11 El presente medio de impugnación satisface los presupuestos 

procesales, así como los requisitos de procedencia establecidos en 

los artículos 8, 9, párrafo 1, 79 y 80 de la Ley de Medios, tal y como se 

expone a continuación: 

 

12 A. Forma. El juicio se promovió por escrito; en él se hace constar el 

nombre y la firma autógrafa de la enjuiciante, se identifica el acto 

impugnado y la autoridad emisora, se mencionan los hechos en que 

basa la impugnación, los agravios que le causa, los preceptos 

presuntamente violados y se ofrecen pruebas. 

 

13 Si bien el ocurso respectivo no fue presentado ante la autoridad 

responsable8 (Comisión de Vinculación con los OPLES del INE), se 

advierte que fue exhibido en la Junta Local Ejecutiva del INE en 

Chihuahua, la cual es un órgano delegacional perteneciente al propio 

Instituto, mismo que, de conformidad con la convocatoria para la 

designación de consejeros locales9, funge como oficina receptora de 

la documentación relacionada con el concurso de selección; de ahí 

que sea justificable la presentación del juicio ante dicha junta; por 

tanto, suspende el plazo para la promoción del medio y se satisface el 

requisito en estudio.  

 

14 B. Oportunidad. El medio de impugnación se promovió dentro del 

plazo legal de cuatro días previsto para tal efecto, ya que la 

                                                                                                                                                      
jurisprudencias del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación pueden ser consultadas en 
el sitio de internet: http://portal.te.gob.mx/ 
8 Como lo exige el artículo 9, párrafo 1, de la ley procesal de la materia.  
9 Base primera. Aspectos generales. 
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determinación cuestionada se emitió el veintiocho de agosto de este 

año, y la demanda se presentó el treinta y uno de agosto siguiente.  

 

15 C. Legitimación. La parte actora se encuentra legitimada para 

promover el juicio bajo estudio, por tratarse de una ciudadana que 

acude por sí misma, de manera individual, haciendo valer presuntas 

violaciones a sus derechos político-electorales. 

 

16 D. Interés jurídico. La promovente cuenta con él, toda vez que 

impugna el acuerdo por el que se le excluyó de participar en el 

proceso de designación de consejeros electorales locales, 

determinación que, considera es violatoria de sus derechos político-

electorales. 

 

17 E. Definitividad. Se satisface este requisito, pues el acuerdo 

impugnado no puede ser controvertido por algún otro medio de 

defensa. 

 
18 III. Estudio de fondo.  

 
19 La actora se duele, en esencia, de la negativa a acceder a la siguiente 

etapa del proceso de selección y designación de las y los consejeros 

del OPLE en el estado de Chihuahua, pues desde su perspectiva, la 

autoridad responsable interpretó erróneamente su período de 

residencia en relación con el artículo 100, párrafo 2, inciso f), de la 

LEGIPE. 

 
20 1. Pretensión y causa de pedir.  
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21 La pretensión de la actora es que esta Sala Superior declare fundados 

sus planteamientos y se le permita realizar el examen de 

conocimientos, esto es, acceder a la etapa que se le negó del 

procedimiento de designación de las y los consejeros electorales del 

OPLE en el estado de Chihuahua. 

 

22 Su causa de pedir la hace depender de la vulneración a sus derechos 

político-electorales, al ser ilegal la decisión de la responsable al 

impedirle continuar en el procedimiento de designación, al estar 

sustentada en la indebida interpretación de la normativa aplicable. 

 
 

23 2. Síntesis de los agravios.  

 
24 A. Le causa agravio que la autoridad responsable no haya aceptado 

su registro en la convocatoria de referencia, toda vez que cumple con 

todos los requisitos legales, tal como lo acredita con las pruebas 

presentadas con el presente medio de impugnación. 

 
25 B. Le causa un menoscabo el acuerdo impugnado toda vez que limita 

el ejercicio de sus derechos político-electorales como ciudadana y 

residente en el Estado de Chihuahua, ya que con las pruebas 

ofrecidas denota que fue servidora pública del Tribunal Superior de 

Justicia de la Ciudad de México del uno de septiembre de dos mil 

dieciséis al veintiocho de febrero de dos mil diecisiete, es decir, por 

seis meses.  

 
26 C. Le causa agravio el acto impugnado al limitar sus derechos político-

electorales como ciudadana y residente en el Estado de Chihuahua, al 

dejarla en estado de inelegibilidad para continuar en las etapas de la 
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referida convocatoria, ya que quedaría en la misma situación de 

inelegibilidad en la subsecuente convocatoria que se publique en el 

año dos mil veintiuno.  

 

 

 

 

27 3. Litis. 

 
28 La litis consiste en determinar si la decisión  de la autoridad 

responsable de negarle a la actora el acceso a la siguiente etapa del 

procedimiento de designación a consejero electoral del OPLE en el 

estado de Chihuahua, fue apegada a derecho, o si por el contrario le 

asiste la razón a la enjuiciante y, por ende, debe revocarse el acto 

combatido. 

 
29 El estudio de los agravios se realizará de manera conjunta, sin que 

esta circunstancia cause afectación alguna a la actora, conforme la 

jurisprudencia 4/2000, emitida por esta Sala Superior, de rubro: 

AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO 

CAUSA LESIÓN” , según la cual, lo importante no es la forma en que 

se aborde el análisis de los motivos de inconformidad, sino que éstos 

se estudien en su totalidad. 

 

30 4. Determinación.  

 
31 Esta Sala Superior considera que los agravios expresados por la 

actora, son fundados, debido a que, en función de la prueba 

documental pública que ofreció ante este órgano jurisdiccional, no se 
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actualiza el supuesto referido en el acuerdo controvertido, por lo que 

se debe revocar la negativa de continuar en el proceso de designación 

de las consejerías electorales del OPLE en Chihuahua, pues no 

encuadra en el requisito señalado en el artículo 100, párrafo 2, inciso 

f), de la LEGIPE.  

 
32 En efecto el citado precepto dispone: 

 
 

 
“ARTÍCULO 100. 
1. …  
2. Los requisitos para ser consejero electoral local son los siguientes: 
… 
f) Ser originario de la entidad federativa correspondiente o contar con una residencia 
efectiva de por los menos cinco años anteriores a su designación, salvo el caso de 
ausencia por servicio público, educativo o de investigación por un tiempo menor de seis 
meses;”   

 

33 La autoridad responsable, al interpretar dicho precepto señaló que 

no se podía concluir que la aspirante, acreditara la residencia 

efectiva en la entidad por cinco años anteriores a la designación, ya 

que la actora declaró haber laborado como “Subdirectora de 

Género” en el “Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 

México”, por un período del 01/08/2016 al 31/03/2017; de lo que se 

infiere que estuvo ausente en Chihuahua, por un período mayor de 

seis meses, y por tanto, interrumpe su período de residencia en 

dicho estado. 

 

34 La autoridad responsable fundó y motivó su decisión conforme el 

cuadro siguiente: 

 
FOLIO REQUISITO QUE 

INCUMPLE 
MOTIVACIÓN 

18-08- Artículo 100, El aspirante es originario de Torreón, Coahuila, 
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01-0017 párrafo 2, inciso 
f) de la LGIPE; 
base tercera, 
numeral 6 de la 
Convocatoria. 

 

f) Ser originario de 
la entidad 
federativa 
correspondiente o 
contar con una 
residencia efectiva 
de por lo menos 
cinco años 
anteriores a su 
designación, salvo 
el caso de 
ausencia por 
servicio público, 
educativo o de 
investigación por 
un tiempo menor 
de seis meses. 

de conformidad con el acta que presentó para 
acreditar su fecha de nacimiento. Por tanto, al no 
ser originario de la entidad, presentó los 
siguientes documentos: 

a) Constancia de residencia expedida por la Lic. 
María del Carmen Quintana Moreno, Titular del 
Departamento de Apoyo Técnico del 
Ayuntamiento de Chihuahua, Chihuahua, de 
fecha 12 de marzo de 2018, la cual da fe que el 
aspirante es residente de esa ciudad. 

b) Copia simple de un recibo del servicio de 
energía eléctrica, expedido en el mes de julio de 
2018, con domicilio en Chihuahua. 

c) Credencial para votar con fotografía, con 
domicilio en Chihuahua, Chihuahua, emitida en el 
año 2015. 

Ahora bien, del análisis conjunto de las 
documentales citadas, así como de los datos que 
arroja su expediente, no se puede concluir que el 
aspirante acredite la residencia efectiva en la 
entidad por cinco años anteriores a la 
designación (1 de noviembre de 2018). Aunado a 
ello, tenemos que en el formato de su curriculum 
vitae, declaró haber laborado como 
“Subdirectora de Género” en el “Tribunal 
Superior de Justicia de la Ciudad de México”, 
por un periodo del 01/08/2016 al 31/03/2017; 
de lo que se infiere que estuvo ausente en 
Chihuahua, por un periodo mayor de seis 
meses, y por tanto, interrumpe su periodo de 
residencia en dicho estado. 

Asimismo, en respuesta al oficio 
INE/UTVOPL/8627/2018, mediante correo 
electrónico del 22 de agosto de 2018, la 
Dirección Ejecutiva del Registro Federal de 
Electores remitió a la Unidad de Vinculación la 
información asociada a la situación registral en el 
Padrón Electoral de cada aspirante. En dicho 
documento se observa que el aspirante 
únicamente tiene registrado un movimiento de 
cambio de domicilio, el 11/01/2005 en Chihuahua 
y otro movimiento de cambio de datos 
personales, en Chihuahua, el 30/12/2015; sin 
embargo, no tiene reportado movimientos que 
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vinculen su residencia en dicha entidad, por el 
periodo del 01/08/2016 al 31/03/2017, el cual fue 
declarado por el aspirante como domicilio laboral 
en el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad 
de México. 

Por tanto, no existe convicción plena por parte de 
esta Comisión de Vinculación, para afirmar que el 
aspirante haya residido efectivamente por lo 
menos 5 años antes de la designación, tal y 
como lo prevé la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, toda vez que no 
obstante la constancia de residencia aportada, de 
los demás elementos considerados así como de 
la declaración en su formato de curriculum vitae, 
se desprende que interrumpió su residencia en 
Chihuahua por un periodo mayor de seis meses, 
resultando insuficiente la misma para demostrar 
que cumple con este requisito legal. 

Tiene fundamento a lo anterior, lo determinado 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, en la sentencia 
del SUP-JDC-422/2018, al considerar que el 
plazo máximo de seis meses, que puede verse 
interrumpido el periodo de residencia que marca 
el requisito legal, es un plazo válido, racional y 
proporcional de cara a los cinco años que 
deberían cumplir de forma ininterrumpida, sin que 
ello trastoque otros derechos como sería el de 
integrar un órgano electoral. Por ello es que dicho 
requisito legal ha sido considerado una medida 
razonable y objetiva que no restringe el derecho 
político mencionado. Lo anterior es así, porque la 
residencia efectiva implica habitar en un lugar 
determinado y además, tener la intención de 
establecerse en ese lugar. para que los 
consejeros ejerzan sus funciones con 
conocimiento actual y directo de los problemas 
de cierta localidad. 

 
 

35 Lo que a su juicio actualizó la prohibición establecida en la LEGIPE, 

respecto a encontrarse ausente en el estado de Chihuahua por un 

período mayor de seis meses, y, por tanto, interrumpió su período 

de residencia en dicho estado.  
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36 De esa manera, la autoridad responsable concluyó que la actora 

incumplía con uno de los requisitos para poder ser designada 

consejera del OPLE en el estado de Chihuahua, de ahí la decisión 

de negarle continuar en la siguiente etapa del procedimiento de 

designación. 

 
37 Ahora bien, cabe enfatizar que el sistema jurídico mexicano en 

materia electoral se encuentra diseñado constitucional y legalmente 

para fortalecer los órganos y autoridades electorales, con base en la 

tutela de diversos principios que rigen su actuar contenidos en el 

artículo 116, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, como lo son la autonomía, independencia e 

imparcialidad. 

 
38 Lo anterior, con el genuino objetivo de tener instituciones electorales 

con credibilidad tanto en las funciones que se desempeñan, como 

en las personas encargadas de llevarlas a cabo. 

 
39 Para salvaguardar los citados principios, la legislación prevé 

disposiciones encaminadas a garantizar que las y los candidatos a 

consejeros electorales no sólo carezcan de vínculos con los partidos 

políticos, sino que también cuenten con un mínimo de conocimientos 

en materia político-electoral que los haga aptos para el desempeño 

del cargo al que aspiran. 

 
40 Por ello, la legislación prevé disposiciones encaminadas a garantizar 

que las y los candidatos a consejeros electorales cuenten con una 

residencia efectiva de por lo menos cinco años anteriores a su 

designación en la entidad federativa correspondiente, salvo el caso 
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de ausencia por servicio público, educativo o de investigación por un 

tiempo menor de seis meses. 

 
41 De manera que existen mecanismos legales, como el requisito que 

se analiza, contemplado en el artículo 100, fracción f), párrafo 2 de 

la LEGIPE, que tiene por objeto que las y los candidatos a 

consejeros electorales conozcan las particularidades, necesidades y 

problemáticas en una temporalidad determinada de una entidad 

federativa.  

 
42 Con respecto a la disposición establecida en el citado artículo 100, 

fracción f), párrafo 2 de la LEGIPE, tomando en consideración la 

amplia gama de funciones propias que desarrollan los consejeros 

electorales durante los procesos electivos en relación con la 

ausencia por servicio público, el plazo máximo de seis meses que 

ella establece y su proporcionalidad dentro del sistema normativo, 

esta Sala Superior determinó en la sentencia recaída al expediente 

SUP-REC-422/2018, que “el lapso máximo de seis meses en los 

que una persona puede ausentarse del lugar en el que reside, con 

motivo de un servicio público, resulta idóneo para asegurar la 

proximidad y el conocimiento de las problemáticas actuales que en 

la materia político electoral se presentan en el estado”10. 

 
43 Cabe apuntar que de las constancias que obran en el expediente en 

que se actúa, la ciudadana actora, actualmente se desempeña 

actualmente como Titular de la Unidad de Género del Instituto 

Estatal Electoral del estado de Chihuahua. 

 

                                                 
10 SUP-JDC-422/2018, página 18 y subsecuentes. 
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44 En el caso concreto, la Comisión de Vinculación con los OPLES del 

INE al suscribir el acuerdo INE/CVOPL/004/2018, fundamentalmente 

esgrimió que la actora no podría continuar con el proceso 

establecido en la Convocatoria de referencia en función de que la 

actora “(…) declaró haber laborado como ‘Subdirectora de Género’ 

en el ‘Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México’, por un 

período del 01/08/2016 al 31/03/2017; de lo que se infiere que 

estuvo ausente en Chihuahua, por un período mayor de seis meses, 

y por tanto, interrumpe su período de residencia en dicho estado”. 

45 Al respecto, se estima que la determinación a la que arribó la 

autoridad responsable en el sentido de inferir que la actora estuvo 

ausente por más de seis meses en la citada entidad federativa, al 

momento de adoptarla, fue correcta y, la misma encontraba asidero 

en la información vertida por la propia actora al completar el 

formato11 diseñado por la responsable para capturar de manera 

personal los datos correspondientes a su Currículum Vitae, tal como 

se aprecia a continuación: 

                                                 
11 ANEXO 1 de la presente determinación. 
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tanto, interrumpió su período de residencia en dicho estado, 

teniendo  como consecuencia el impedirle continuar con la siguiente 

etapa, consistente en la aplicación del examen de conocimientos. 

 
48 Respecto a dicha información, la actora manifestó en su escrito de 

agravios, que la insertó por un error involuntario. 

 
49 Ahora bien, con independencia de la existencia o no del presunto 

error, esta Sala Superior advierte, que en un momento posterior al 

dictado del acuerdo controvertido, -cuando se promovió el presente 

medio de impugnación-, la actora ofreció como prueba documental 

pública, el “Acta Administrativa de Entrega-Recepción de la 

Subdirección de Género de la Dirección de Orientación Ciudadana y 

Género de la Dirección Ejecutiva de Orientación Ciudadana y 

Derechos Humanos del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad 

de México”12, de uno de marzo de dos mil diecisiete (documental 

pública que la autoridad responsable no tenía la obligación de 

conocer al momento de emitir el acto reclamado).  

 
50 De dicha documental, específicamente del apartado “XI.- INFORME 

DE GESTIÓN”, se desprende que, en efecto, el período por el cual 

la actora residió en la Ciudad de México, fue el comprendido del 

primero de septiembre del año dos mil dieciséis al veintiocho de 

febrero del año dos mil diecisiete, es decir, un período de seis 

meses, tal como se puede apreciar, a continuación: 

                                                 
12 ANEXO 2, de la presente determinación. 
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51 Documental que, en términos de lo dispuesto por los artículos 14, 15 y 

16 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral, hace prueba plena respecto de lo que en ella se 

consigna. 

 

52 Adicionalmente, en la página de internet del Consejo de la Judicatura 

de la Ciudad de México, se encuentra alojada el “Acta No. 38/2016”13 

de la sesión ordinaria privada del martes trece de septiembre de dos 

mil dieciséis del Pleno del citado órgano, en la que, entre otras cosas, 

aprobó el “Acuerdo 25-38/2016”14 mediante el cual determinó autorizar 

la propuesta de ingreso de la actora como Subdirectora de Genero del 

Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, con efectos a 

partir del uno de septiembre de dos mil dieciséis, fecha coincidente 

con la que se desprende del Acta Administrativa citada15, así como 

con lo expresado por la actora. 

 

53 En ese orden de ideas, al tomar en cuenta los diferentes medios de 

convicción previamente citados y, en consecuencia, haberse 

demostrado que la actora fungió del uno de septiembre de dos mil 

dieciséis al veintiocho de febrero de dos mil diecisiete, adscrita a la 

Subdirección de Género del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad 

de México, es decir, realizando un servicio público por un periodo de 

seis meses, este órgano jurisdiccional estima, que no se acredita 

fehacientemente su ausencia del estado de Chihuahua por un período 

mayor a seis meses. 

 

                                                 
13 http://www.cjdf.gob.mx:93/transparencia/FORMATOS_2016/126/3/2016/Acta38-2016.pdf, página 
36. 
14 ANEXO 3, de la presente determinación. 
15 Supra., párrafo 48. 
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54 Por lo que, como se mencionó, el lapso máximo de seis meses en los 

que la actora podía ausentarse del estado de Chihuahua, con motivo 

del servicio público que prestó, coincide con el período de tiempo que 

se desprende de la referida acta administrativa. Así, de una 

interpretación sistemática y funcional de la norma analizada en 

conjunto con las condiciones fácticas -servicio público y temporalidad-, 

se estima que la actora se ubica al extremo de la excepción prevista 

por el artículo 100, párrafo 2, inciso f) de la LEGIPE, mismo que en la 

parte conducente establece: “salvo el caso de ausencia por servicio 

público, educativo o de investigación por un tiempo menor de seis 

meses”. 

 
55 Por las consideraciones expuestas, se arriba a la conclusión que al no 

haberse acreditado fehacientemente que la actora estuvo ausente del 

estado de Chihuahua por un período mayor a seis meses, no puede 

restringírsele su derecho para seguir participando en el procedimiento 

de selección y designación al cargo de Consejera o Consejero 

Presidente y Consejera o Consejero Electoral del Instituto Electoral 

del Estado de Chihuahua y, por ende, lo procedente conforme a 

Derecho es revocar la determinación controvertida, resultando 

innecesario pronunciarse sobre los restantes motivos de 

inconformidad expuestos por la actora, al haber alcanzado su 

pretensión. 

 
56 En las relatadas condiciones, la interpretación realizada es 

coincidente con lo resuelto en el expediente SUP-REC-422/2018, 

dónde este órgano jurisdiccional determinó la proporcionalidad del 

artículo 100, párrafo 2, fracción f),  dentro del sistema normativo, y 

concluyó que tal precepto establece la posibilidad de ausentarse hasta 
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por un lapso máximo de seis meses, como en el caso acontece, por 

tanto, en una aplicación del principio pro-persona, se adopta la 

presente resolución. 

57 Lo anterior resulta acorde con lo establecido en el artículo 1º, párrafos 

segundo y tercero, de la Constitución Federal que establecen, entre 

otras obligaciones del Estado -incluidos destacadamente los órganos 

jurisdiccionales-, que las normas relativas a los derechos humanos se 

interpreten favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección 

más amplía.  

 
58 Efectos. Al resultar fundado el agravio anteriormente precisado y 

suficiente para revocar el citado Acuerdo INE/CVOPL/004/2018, en lo 

que fue materia de la impugnación, corresponde determinar los 

efectos de la sentencia. 

 
59 En razón de que la Comisión de Vinculación con los Organismos 

Públicos Locales del Instituto Nacional Electoral, al excluir a Brenda 

Verónica San Román Thompson, del citado procedimiento de 

selección y designación, le impidió continuar con la siguiente etapa del 

mismo, resulta procedente ordenar a la citada Comisión de 

Vinculación que de inmediato incluya a la actora en la lista de los 

aspirantes que cumplieron con los requisitos legales y  realice las 

acciones y ajustes necesarios, vinculando a los órganos 

correspondientes, para que se le aplique el examen de conocimientos 

que se realizó el uno de septiembre del año en curso y, en caso de 

ser aprobada, pueda continuar participando en dicho procedimiento. 

 

 

 



 
 
 
 

SUP-JDC-469/2018 
 

22 
 

 

 

 

60 Por lo anteriormente expuesto y fundado, se  

R E S U E L V E 

 

PRIMERO. Se revoca, en lo que fue materia de impugnación, el 

Acuerdo INE/CVOPL/004/2018, de la Comisión de Vinculación con los 

Organismos Públicos Locales del Instituto Nacional Electoral. 

SEGUNDO. Se vincula a la Comisión de Vinculación con los 

Organismos Públicos Locales del Instituto Nacional Electoral, a efecto 

de que actúe en los términos señalados en el apartado de efectos de la 

presente sentencia. 

NOTIFÍQUESE en términos de ley. 

 

En su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido y, 

en su caso, devuélvase la documentación correspondiente a la 

responsable.  

 

Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, las y los Magistrados 

Electorales que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, ante la Secretaria General de 

Acuerdos, quien autoriza y da fe. 

 

MAGISTRADA PRESIDENTA 
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JANINE M. OTÁLORA MALASSIS 
 
 

MAGISTRADO 
 
 
 

FELIPE DE LA MATA 
PIZAÑA 

MAGISTRADO 
 
 
 

FELIPE ALFREDO 
FUENTES BARRERA 

 
 

MAGISTRADO 
 
 
 

INDALFER INFANTE 
GONZALES 

MAGISTRADO 
 
 
 

REYES RODRÍGUEZ 
MONDRAGÓN 

 
MAGISTRADA 

 
 
 

MÓNICA ARALÍ 
SOTO FREGOSO 

MAGISTRADO 
 
 
 

JOSÉ LUIS VARGAS 
VALDEZ 

 
 

SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS 
 
 
 

MARÍA CECILIA SÁNCHEZ BARREIRO 
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